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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CONSTITUCIÓN POLÍTICA ARTICULO 313 NUMERAL 3 – Atribución conferida a los Concejos Municipales – Alcance
el numeral 3 del artículo 313 de la Constitución Política, conforme a la cual corresponde a los concejos autorizar al alcalde para celebrar contratos. No obstante, esta disposición no puede interpretarse en el sentido de que toda actuación contractual deba estar precedida de autorización del concejo municipal, pues ello desconocería la distribución constitucional de competencias entre los órganos que integran la administración municipal y vaciaría de contenido las funciones atribuidas al alcalde como director de la acción administrativa y representante legal del municipio.
COMPETENCIAS CONSTITUCIONALES – Alcalde y Concejos Municipales
la autorización prevista en el numeral 3 del artículo 313 de la Constitución constituye un mecanismo de distribución funcional entre el órgano de representación popular y el ejecutivo territorial, cuyo alcance corresponde desarrollar al legislador y, dentro del marco fijado por este, a los concejos municipales mediante la expedición de acuerdos. En consecuencia, la autorización del concejo no constituye un requisito general para toda contratación estatal, sino una exigencia que únicamente procede cuando la Constitución, la ley o el respectivo acuerdo municipal, expedido en ejercicio de la competencia prevista en dicha disposición constitucional, así lo establezcan
CONTRATO DE DONACIÓN – Concepto
[…] el artículo 1443 del Código Civil la define como un acto por el cual una persona transfiere gratuita e irrevocablemente una parte de sus bienes a otra que la acepta; sin embargo, desde el punto de vista jurídico, esa definición resulta insuficiente, dado que la donación no constituye un simple acto unilateral, sino un verdadero contrato que requiere el concurso de la voluntad tanto del donante como del donatario para su perfeccionamiento.
FACULTAD DE CELEBRAR CONTRATO DE DONACIÓN ENTRE ENTIDADES – No aplica prohibición del Artículo 355 Constitucional
el principal límite constitucional para la celebración de contratos de donación se encuentra previsto en el artículo 355 de la Constitución Política, disposición conforme a la cual ninguna de las ramas u órganos del poder público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. La finalidad de esta prohibición consiste en impedir que el patrimonio público sea destinado a favorecer intereses particulares sin una justificación constitucionalmente admisible, proscribiendo prácticas que históricamente dieron lugar a la asignación discrecional de recursos públicos mediante subvenciones o liberalidades carentes de fundamento en el interés general.
No obstante, la interpretación de esta disposición no puede efectuarse de manera aislada ni conducir a concluir que toda donación realizada por una entidad pública se encuentra prohibida por el ordenamiento constitucional. Debido a que el artículo 355 superior proscribe únicamente las donaciones o auxilios dirigidos a personas naturales o jurídicas de derecho privado, mas no aquellas operaciones patrimoniales que se realizan entre entidades públicas para facilitar el cumplimiento de sus respectivas competencias constitucionales y legales.
ENAJENACIÓN A TITULO GRATUITO ENTRE ENTIDADES ESTATALES – Procedimientos de selección – Estudios previos
antes de celebrar una donación, la entidad deberá adelantar los estudios y documentos previos que permitan justificar la necesidad y conveniencia de la operación, identificar los bienes objeto de transferencia, verificar que estos sean bienes fiscales susceptibles de disposición, acreditar que no resultan indispensables para el cumplimiento de las funciones de la entidad donante y demostrar que la transferencia contribuye al cumplimiento de una finalidad pública. De igual manera, deberá definir la modalidad de selección que resulte procedente conforme al EGCAP y cumplir las obligaciones de publicidad y transparencia previstas en el ordenamiento jurídico.
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Estimada señora Rodríguez Casanova, cordial saludo, 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha 10 de julio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“¿Para donar bienes muebles de la Administración Municipal es necesario acudir al consejo municipal para que autorice al Alcalde?

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia abordará el siguiente problema jurídico: ¿La celebración de un contrato de donación de bienes muebles de propiedad de una entidad territorial requiere autorización previa del concejo municipal para que el alcalde pueda suscribirlo válidamente? 

2. Respuesta:

	Para responder el problema jurídico planteado, es necesario precisar que la competencia para celebrar contratos estatales constituye una atribución que el ordenamiento jurídico asigna al representante legal de la respectiva entidad pública, quien debe ejercerla con sujeción a la Constitución Política, la ley y los principios que orientan la función administrativa y la contratación estatal. Tratándose de los municipios, dicha competencia corresponde al alcalde, en su condición de jefe de la administración municipal y representante legal de la entidad territorial, conforme a lo dispuesto en los artículos 315 de la Constitución Política y 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012.
En ese contexto, la celebración de un contrato de donación de bienes muebles de propiedad de una entidad territorial no exige autorización previa del concejo municipal por el solo hecho de tratarse de una donación, pues la facultad de celebrar contratos forma parte de las competencias que la Constitución y la ley atribuyen al alcalde como representante legal de la entidad territorial. Sin embargo, deberá verificarse si la Constitución, la ley o los acuerdos municipales expedidos en desarrollo del numeral 3 del artículo 313 de la Constitución Política establecen la necesidad de dicha autorización para el respectivo negocio jurídico. 
La anterior conclusión debe entenderse en armonía con el numeral 3 del artículo 313 de la Constitución Política, conforme a la cual corresponde a los concejos autorizar al alcalde para celebrar contratos. No obstante, esta disposición no puede interpretarse en el sentido de que toda actuación contractual deba estar precedida de autorización del concejo municipal, pues ello desconocería la distribución constitucional de competencias entre los órganos que integran la administración municipal y vaciaría de contenido las funciones atribuidas al alcalde como director de la acción administrativa y representante legal del municipio.
En efecto, la autorización prevista en el numeral 3 del artículo 313 de la Constitución constituye un mecanismo de distribución funcional entre el órgano de representación popular y el ejecutivo territorial, cuyo alcance corresponde desarrollar al legislador y, dentro del marco fijado por este, a los concejos municipales mediante la expedición de acuerdos. En consecuencia, la autorización del concejo no constituye un requisito general para toda contratación estatal, sino una exigencia que únicamente procede cuando la Constitución, la ley o el respectivo acuerdo municipal, expedido en ejercicio de la competencia prevista en dicha disposición constitucional, así lo establezcan.
Ahora bien, el hecho de que el negocio jurídico corresponda a un contrato de donación tampoco modifica las reglas relativas a la competencia para contratar. Sin embargo, sí exige verificar que la donación sea jurídicamente procedente, toda vez que las entidades estatales únicamente pueden disponer gratuitamente de bienes de su patrimonio cuando ello resulte compatible con el ordenamiento constitucional y legal, responda al cumplimiento de los fines estatales y observe las restricciones previstas, entre otras disposiciones, en el artículo 355 de la Constitución Política.
Sobre este último aspecto, esta Agencia ha sostenido que las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública se encuentran facultadas para celebrar contratos de donación cuando ello resulte compatible con dicho régimen jurídico, en virtud de la remisión que los artículos 13 y 32 de la Ley 80 de 1993 efectúan a las disposiciones civiles y comerciales, siempre que se respeten los principios de la función administrativa, de la contratación estatal y los fines previstos en el artículo 3 de la Ley 80 de 1993. Asimismo, se ha precisado que la prohibición contenida en el artículo 355 de la Constitución Política se dirige a las donaciones o auxilios en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado, sin extenderse, por regla general, a las donaciones efectuadas entre entidades públicas.
Sin perjuicio de lo anterior, la procedencia de una donación también deberá analizarse a la luz del régimen jurídico aplicable a la administración, disposición y protección de los bienes públicos, así como de los principios de defensa del patrimonio público y de la función administrativa. En consecuencia, el análisis sobre la procedencia de la donación es distinto del relacionado con la competencia para celebrarla.
Por lo tanto, para determinar si el alcalde requiere autorización previa del concejo municipal para celebrar un contrato de donación de bienes muebles, deberá verificarse, en primer lugar, la existencia de una disposición constitucional, legal o de un acuerdo municipal que establezca dicha exigencia y, en segundo lugar, la procedencia misma de la donación conforme al régimen jurídico aplicable a los bienes públicos objeto de transferencia. Se trata de problemas jurídicos diferentes e independientes: mientras el primero se refiere a la distribución de competencias entre el alcalde y el concejo municipal, el segundo concierne a la legalidad del negocio jurídico mediante el cual la entidad dispone gratuitamente de bienes de su patrimonio.
Finalmente, debe advertirse que el análisis y la solución de situaciones específicas relacionadas con la gestión contractual de las entidades estatales corresponde a los interesados, con el apoyo de sus asesores jurídicos, y, en caso de controversia, a las autoridades competentes en materia judicial, disciplinaria, fiscal o de control. En consecuencia, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual dentro del marco de sus competencias, sin que corresponda a Colombia Compra Eficiente validar o avalar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – en adelante EGCAP – tiene por objeto establecer las reglas y principios que rigen la actividad contractual de las entidades estatales, entendida esta como uno de los principales instrumentos para la satisfacción de los fines esenciales del Estado. En efecto, el artículo 1 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:1] dispone que dicho estatuto regula los contratos celebrados por las entidades públicas, mientras que el artículo 3[footnoteRef:2] establece que los servidores públicos deberán celebrar contratos orientados al cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados. [1:  “ARTÍCULO 1o. DEL OBJETO. La presente ley tiene por objeto disponer las reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales.
]  [2:  “ARTÍCULO 3o. DE LOS FINES DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL. Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. […]”. 
] 

La importancia de estas disposiciones radica en que permiten comprender que la contratación pública no constituye un fin autónomo de la administración, sino un instrumento jurídico mediante el cual las entidades estatales materializan las competencias que la Constitución y la ley les atribuyen. Por esta razón, la facultad para celebrar contratos se encuentra vinculada a la representación legal de cada entidad y al ejercicio de la función administrativa, de manera que corresponde, por regla general, al servidor público a quien el ordenamiento jurídico ha confiado la dirección de la respectiva organización administrativa.
Tratándose de las entidades territoriales, la Constitución Política distribuye las competencias entre las corporaciones públicas de elección popular y las autoridades ejecutivas, estableciendo un sistema de frenos y contrapesos que garantiza el ejercicio armónico de las funciones públicas. Así, mientras los concejos municipales ejercen funciones de carácter normativo, político y de control, el alcalde tiene a su cargo la dirección de la administración municipal y la ejecución de las decisiones adoptadas dentro del marco constitucional y legal.
En desarrollo de este modelo constitucional, el artículo 315 de la Constitución Política dispone que corresponde al alcalde cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del Gobierno y los acuerdos del concejo; conservar el orden público; dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo; suprimir o fusionar entidades administrativas municipales dentro de los límites señalados por el concejo; presentar proyectos de acuerdo; sancionar y promulgar los acuerdos aprobados por la corporación administrativa y; ejercer las demás funciones que le asignen la Constitución y la ley.
Estas atribuciones encuentran desarrollo en el artículo 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012, disposición que atribuye expresamente al alcalde la competencia para dirigir la acción administrativa del municipio y celebrar los contratos y convenios necesarios para el desarrollo de sus funciones. De esta manera, el legislador concretó la competencia contractual del alcalde como una manifestación directa de la representación legal del municipio y de la responsabilidad que le corresponde en la ejecución de la gestión administrativa.
Desde esta perspectiva, la facultad contractual del alcalde constituye una competencia propia y permanente del ejecutivo municipal, cuyo ejercicio no depende, como regla general, de autorizaciones previas otorgadas por otras autoridades, salvo en aquellos casos en que la Constitución o la ley establezcan expresamente una limitación o condición para su ejercicio.

ii. En este punto, resulta necesario determinar el alcance de la atribución conferida a los concejos municipales por el numeral 3 del artículo 313[footnoteRef:3] de la Constitución Política, conforme al cual corresponde a estas corporaciones "autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro tempore precisas funciones de las que corresponden al concejo". [3:  Constitución Política. Artículo 313, numeral 3. “Autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro tempore precisas funciones de las que correspondan al Concejo”.] 

Una interpretación aislada de esta disposición podría conducir a considerar que toda actuación contractual adelantada por el alcalde requiere autorización previa del concejo municipal. Sin embargo, esa lectura desconoce el carácter sistemático de la Constitución y la distribución funcional de competencias prevista para las entidades territoriales. En efecto, la Constitución no atribuye a los concejos municipales el ejercicio de la actividad contractual del municipio, sino que distribuye las funciones administrativas entre los distintos órganos que integran la administración local. Mientras el concejo ejerce funciones de naturaleza normativa, presupuestal y de control político, el alcalde tiene a su cargo la dirección de la acción administrativa y la representación legal del municipio, razón por la cual le corresponde ejecutar las políticas públicas, administrar el patrimonio municipal y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines estatales.
Por ello, dicha facultad debe interpretarse de forma armónica con el artículo 315 constitucional, evitando que el ejercicio de una competencia constitucional termine por anular o impedir el ejercicio de otra competencia igualmente prevista por el Constituyente. Así, se entiende que la autorización prevista el numeral 3 del artículo 313 constituye un instrumento de control institucional que busca preservar el equilibrio entre las competencias del órgano deliberante y las del ejecutivo territorial, pero no puede interpretarse como una habilitación para intervenir en cada una de las decisiones administrativas que corresponden al alcalde.
En este sentido, la competencia contractual permanece radicada en el ejecutivo municipal, pues es este quien ostenta la representación legal del municipio y quien responde constitucional, disciplinaria, fiscal y patrimonialmente por las decisiones adoptadas en desarrollo de la gestión administrativa. Por ello, la autorización del concejo constituye una limitación excepcional al ejercicio de dicha competencia y no una condición general para el perfeccionamiento de todos los contratos estatales. En otras palabras, la competencia conferida a los concejos para autorizar al alcalde a contratar debe ejercerse respetando el principio de separación funcional previsto en la Constitución. El concejo no puede asumir funciones propias de la administración ni condicionar permanentemente el ejercicio de las competencias atribuidas al alcalde, pues ello desnaturalizaría el modelo de organización territorial diseñado por el Constituyente.
	La finalidad de esta atribución consiste, entonces, en permitir el ejercicio de un control político e institucional respecto de actuaciones de especial trascendencia para la administración municipal, sin sustituir al alcalde en la valoración de la conveniencia o necesidad de cada negocio jurídico.

iii. Las anteriores consideraciones encuentran desarrollo legal en la Ley 136 de 1994. En efecto, el artículo 32 de dicha ley – modificado por el artículo 18 de la Ley 1551 de 2012 – atribuye a los concejos municipales la función de reglamentar la autorización al alcalde para contratar[footnoteRef:4], en los siguientes términos:  [4:  “ARTÍCULO 32. ATRIBUCIONES. <Artículo modificado por el artículo 18 de la Ley 1551 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Además de las funciones que se le señalan en la Constitución y la ley, son atribuciones de los concejos las siguientes. 
[…] 
3. Reglamentar la autorización al alcalde para contratar, señalando los casos en que requiere autorización previa del Concejo. […]”
] 


“Además de las funciones que se le señalan en la Constitución y la ley, son atribuciones de los concejos las siguientes.
[…]

3. Reglamentar la autorización al alcalde para contratar, señalando los casos en que requiere autorización previa del Concejo.

[…]

Parágrafo 4°. De conformidad con el numeral 3 del artículo 313 de la Constitución Política, el Concejo Municipal o Distrital deberá decidir sobre la autorización al alcalde para contratar en los siguientes casos:

1. Contratación de empréstitos.
2. Contratos que comprometan vigencias futuras.
3. Enajenación y compraventa de bienes inmuebles.
4. Enajenación de activos, acciones y cuotas partes.
5. Concesiones.
6. Las demás que determine la ley”.

La utilización del verbo "reglamentar" evidencia que el legislador no impuso una autorización automática para toda contratación adelantada por el alcalde. Por el contrario, corresponde al concejo determinar, mediante acuerdo, los eventos en los cuales dicha autorización será exigible, atendiendo las necesidades de la administración municipal y dentro de los límites fijados por la Constitución y la ley.
De esta manera, el acuerdo municipal no tiene como finalidad conferir al alcalde una competencia de la cual carezca, pues esta le ha sido atribuida directamente por la Constitución y la ley. Su finalidad consiste en desarrollar la facultad prevista en el numeral 3 del artículo 313 superior, delimitando aquellos casos específicos en que, por razones de control institucional o de especial relevancia administrativa, el ejecutivo deberá obtener autorización previa de la corporación.
Lo anterior explica por qué los concejos municipales no pueden expedir acuerdos que establezcan autorizaciones generales, permanentes o tan amplias que terminen subordinando toda la actividad contractual del municipio a la voluntad de la corporación administrativa. Una interpretación de esa naturaleza vaciaría de contenido las funciones atribuidas al alcalde por el artículo 315 de la Carta Política y desconocería el modelo de distribución funcional diseñado por el Constituyente.
El alcance de estas atribuciones ha sido objeto de análisis y pronunciamiento por parte de la Sala de Consulta y Servicio del Consejo de Estado, en el Concepto con radicado No. 11001-03-06-000- 2014-00285-00 (2238) del 11 de marzo de 2015, en el cual se reiteró que “[…] por regla general los alcaldes tienen la facultad general de suscribir contratos y dirigir la actividad contractual de los municipios sin necesidad de una autorización previa, general o periódica del concejo municipal”.
Asimismo, el Consejo de Estado señaló que la autorización previa por parte del concejo municipal tiene carácter excepcional, y únicamente aplica respecto de los casos señalados expresamente en el parágrafo 4º del artículo 32 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 18 de la Ley 1551 de 2012, y en los casos adicionales que haya establecido expresamente el concejo municipal en ejercicio de la competencia otorgada por el numeral 3 del artículo 313 de la Constitución Política y el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 136 de 1994. Sobre el particular, la Sala de Consulta y Servicio Civil manifestó lo siguiente:

“Así pues, se debe reiterar que a través de la atribución constitucional del artículo 313-3 de la Constitución Política, de naturaleza netamente administrativa, el concejo municipal no puede (i) someter todos los contratos que vaya a suscribir el alcalde a su autorización previa, sino solamente aquellos que por su naturaleza, monto, o materia pueden afectar de manera importante la vida municipal; (ii) modificar el estatuto de contratación pública o sus normas reglamentarias o establecer trámites o requisitos adicionales para el respectivo contrato; o (iii) interferir en las potestades contractuales que la Constitución y la ley le asignan al alcalde como representante legal del municipio.
[…]
De este modo, en caso de silencio de la ley o en ausencia de acuerdo que someta un determinado contrato a autorización previa del concejo municipal, habrá de entenderse que el alcalde puede celebrarlo, sin necesidad de tal autorización, con base en sus facultades constitucionales y legales en materia contractual”.

Esta Agencia, mediante Concepto 2201913000005754 del 4 de agosto de 2019 compartió las precisiones efectuadas por el Consejo de Estado, en el sentido de manifestar que “[…] según las normas y el concepto citado es posible concluir que el requisito de autorización previa por parte de corporaciones públicas municipales únicamente se predica de los contratos que expresamente identificó el legislador, como es el caso de los establecidos en el parágrafo 4 del artículo 32 de la Ley 136 de 1994, y los que por vía acuerdo municipal se haya fijado este requisito en consideración a su importancia para el ente territorial”. 
En consecuencia, la autorización del concejo constituye un mecanismo excepcional de control institucional cuya exigibilidad depende de la regulación constitucional, legal y reglamentaria aplicable en cada entidad territorial. Por ello, la determinación acerca de si un contrato específico requiere autorización previa no puede resolverse únicamente a partir del texto del artículo 313 de la Constitución, sino mediante el análisis conjunto de las normas que regulan la competencia contractual del alcalde, de los acuerdos municipales expedidos en desarrollo de dicha disposición y de las características propias del negocio jurídico cuya celebración se pretende.

iv. Precisado el alcance de las competencias constitucionales del alcalde y de los concejos municipales en materia contractual, corresponde examinar si la naturaleza jurídica del negocio objeto de consulta —esto es, un contrato de donación de bienes muebles— modifica el régimen general de competencias para la celebración de contratos o impone la obtención de autorizaciones adicionales distintas de las previstas en la Constitución y la ley.
Sobre este aspecto, resulta pertinente señalar que el EGCAP no contiene un catálogo taxativo de los contratos que pueden celebrar las entidades estatales. Por el contrario, el legislador adoptó un modelo de contratación caracterizado por la amplitud de la autonomía negocial de las entidades públicas, permitiéndoles acudir tanto a los contratos regulados por el derecho privado como a aquellos previstos en disposiciones especiales, siempre que ello resulte compatible con la actividad administrativa y con los fines que justifican el ejercicio de la función contractual.
En este sentido, el artículo 13 de la Ley 80 de 1993 dispone que los contratos celebrados por las entidades sometidas al EGCAP se regirán por las disposiciones civiles y comerciales pertinentes, salvo en las materias especialmente reguladas por dicha ley. A su vez, el inciso primero del artículo 32 ibidem establece que son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades estatales, ya se encuentren previstos en el derecho privado, en disposiciones especiales o deriven del ejercicio de la autonomía de la voluntad. Finalmente, el artículo 40 del mismo Estatuto prevé que las estipulaciones contractuales serán aquellas que, conforme con las normas civiles, comerciales y las disposiciones del Estatuto, correspondan a la esencia y naturaleza del respectivo negocio jurídico. 
De la interpretación sistemática de estas disposiciones es posible concluir que las entidades estatales se encuentran habilitadas para celebrar no solamente los contratos expresamente regulados por la Ley 80 de 1993, sino también aquellos propios del derecho privado y de la legislación especial, en la medida en que su utilización constituya un instrumento adecuado para el cumplimiento de los fines estatales y no contraríe las disposiciones imperativas que gobiernan la contratación pública. Esta conclusión encuentra fundamento en el principio de autonomía de la voluntad, el cual, si bien adquiere particulares en el ámbito del derecho público, continúa siendo una fuente legítima para la estructuración de las relaciones contractuales de la Administración cuando el legislador no ha previsto un régimen especial que excluya su aplicación.

v. En este contexto se ubica el contrato de donación. Si bien esta figura encuentra su regulación principal en el Código Civil[footnoteRef:5], ello no significa que sea ajena al régimen de contratación estatal. Antes bien, la remisión efectuada por los artículos 13 y 32 de la Ley 80 de 1993 permite concluir que las entidades públicas pueden acudir a esta institución del derecho privado cuando ello resulte jurídicamente procedente y contribuya al cumplimiento de los fines constitucionales y legales que orientan su actuación. [5:  “ARTÍCULO 1443. La donación entre vivos es un acto por el cual una persona transfiere, gratuita e irrevocablemente, una parte de sus bienes a otra persona que la acepta”. 
] 

Precisamente sobre la naturaleza jurídica de la donación se pronunció la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia del 10 de febrero de 2016 (radicación 15001-23-31-000-2003-00628-01 providencia ampliamente desarrollada por esta Agencia en el Concepto C-825 de 2025. En dicha decisión, el Alto Tribunal advirtió que la regulación de la donación en el Código Civil presenta algunas particularidades, pues el legislador la ubicó dentro del Libro III, relativo a la sucesión por causa de muerte y a las donaciones entre vivos, y no en el Libro IV, correspondiente a las obligaciones y los contratos. Asimismo, señaló que el artículo 1443 del Código Civil la define como un acto por el cual una persona transfiere gratuita e irrevocablemente una parte de sus bienes a otra que la acepta; sin embargo, desde el punto de vista jurídico, esa definición resulta insuficiente, dado que la donación no constituye un simple acto unilateral, sino un verdadero contrato que requiere el concurso de la voluntad tanto del donante como del donatario para su perfeccionamiento. 
En esa misma providencia, el Consejo de Estado precisó que el contrato de donación constituye el título traslaticio del dominio y que, por regla general, se caracteriza por ser un contrato unilateral, gratuito e irrevocable, en el cual el donante asume la obligación de transferir gratuitamente parte de su patrimonio, mientras que el donatario acepta el beneficio económico derivado de dicha liberalidad. Estas características no desvirtúan su naturaleza contractual, pues el elemento determinante para su configuración es precisamente el acuerdo de voluntades entre las partes, sin el cual la transferencia patrimonial carecería de eficacia jurídica.
La importancia de este desarrollo jurisprudencial radica en que permite afirmar que la donación constituye una institución plenamente compatible con el EGCAP. En otras palabras, el hecho de que la Ley 80 de 1993 no regule expresamente este contrato no implica que las entidades estatales carezcan de competencia para celebrarlo. Por el contrario, la remisión que el Estatuto efectúa al derecho privado permite integrar figuras contractuales como la donación al régimen de contratación pública, siempre que su utilización responda al cumplimiento de los fines estatales y observe las reglas propias del derecho público.
Sobre este particular, esta Agencia ha precisado que la posibilidad de acudir al contrato de donación no constituye una excepción al EGCAP, sino una consecuencia natural del modelo contractual adoptado por la Ley 80 de 1993, el cual reconoce que la actividad contractual de las entidades estatales puede desarrollarse mediante negocios jurídicos previstos en el derecho civil y comercial, sin perjuicio de la aplicación de los principios y normas especiales que rigen la contratación pública. Así, la donación se incorpora al ámbito de la contratación estatal no por la existencia de una autorización legal específica, sino porque el propio EGCAP habilita a las entidades para celebrar contratos derivados del derecho privado cuando estos resulten compatibles con la satisfacción del interés general. 
No obstante, la facultad de celebrar contratos de donación no puede entenderse como una potestad absoluta. Como ocurre respecto de cualquier otra tipología contractual, la Administración únicamente puede acudir a esta figura cuando su utilización resulte necesaria para el cumplimiento de los fines estatales previstos en el artículo 3 de la Ley 80 de 1993. En consecuencia, la decisión de transferir gratuitamente un bien del patrimonio público exige demostrar que el negocio jurídico constituye un instrumento idóneo para satisfacer una necesidad pública, optimizar la gestión administrativa o facilitar el cumplimiento de las funciones legalmente atribuidas a las entidades involucradas, de manera que la liberalidad propia del contrato de donación encuentre justificación en la realización del interés general y no en la mera voluntad de disponer gratuitamente de bienes públicos.

vi. Una vez establecido que la donación constituye un contrato que puede ser celebrado por las entidades estatales en virtud de la remisión efectuada por el EGCAP al derecho privado, resulta necesario analizar los límites constitucionales y legales que condicionan su procedencia. Ello obedece a que la posibilidad jurídica de celebrar un contrato de donación no depende únicamente de la existencia de una habilitación contractual, sino también de la naturaleza de los bienes objeto del negocio y de las restricciones que el Constituyente y el legislador impuso respecto de la disposición gratuita del patrimonio público.
En efecto, a diferencia de los particulares, las entidades estatales administran bienes y recursos que se encuentran afectados al cumplimiento de fines públicos. En consecuencia, toda decisión que implique la enajenación, transferencia o disposición de dichos bienes debe responder al interés general y observar estrictamente los principios de legalidad, moralidad, eficacia, economía, responsabilidad y defensa del patrimonio público que orientan la función administrativa.
Desde esta perspectiva, el principal límite constitucional para la celebración de contratos de donación se encuentra previsto en el artículo 355 de la Constitución Política, disposición conforme a la cual ninguna de las ramas u órganos del poder público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. La finalidad de esta prohibición consiste en impedir que el patrimonio público sea destinado a favorecer intereses particulares sin una justificación constitucionalmente admisible, proscribiendo prácticas que históricamente dieron lugar a la asignación discrecional de recursos públicos mediante subvenciones o liberalidades carentes de fundamento en el interés general.
No obstante, la interpretación de esta disposición no puede efectuarse de manera aislada ni conducir a concluir que toda donación realizada por una entidad pública se encuentra prohibida por el ordenamiento constitucional. Debido a que el artículo 355[footnoteRef:6] superior proscribe únicamente las donaciones o auxilios dirigidos a personas naturales o jurídicas de derecho privado, mas no aquellas operaciones patrimoniales que se realizan entre entidades públicas para facilitar el cumplimiento de sus respectivas competencias constitucionales y legales. [6:  Constitución Política de Colombia. Artículo 355. Ninguna de las ramas u órganos del poder público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. El Gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal podrá, con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional y los planes seccionales de Desarrollo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.] 

En este sentido, es importante recordar que la finalidad de la prohibición constitucional no consiste en impedir toda transferencia gratuita de bienes estatales, sino en evitar que el patrimonio público se destine a beneficiar intereses particulares por fuera de los mecanismos constitucionalmente autorizados. De ahí que las donaciones efectuadas entre entidades estatales no se encuentren comprendidas, en principio, dentro del ámbito de prohibición del artículo 355, siempre que la operación responda a una finalidad pública legítima y se encuentre debidamente justificada desde la perspectiva del interés general.
La anterior interpretación resulta coherente con la naturaleza misma de las entidades públicas y con los fines que persigue la contratación estatal. En efecto, cuando una entidad transfiere gratuitamente bienes muebles a otra entidad pública para que esta pueda desarrollar sus competencias, fortalecer la prestación de un servicio público o ejecutar una política pública, la operación no persigue el enriquecimiento de un particular, sino la optimización del patrimonio estatal en función del cumplimiento de los fines esenciales del Estado. En tales eventos, el desplazamiento patrimonial permanece dentro de la esfera pública y encuentra justificación en la necesidad de asegurar una gestión administrativa eficiente y coordinada.
Ahora bien, la procedencia de la donación tampoco depende exclusivamente de la calidad del donatario. La entidad estatal deberá verificar previamente que el bien objeto de la donación sea jurídicamente susceptible de disposición. Sobre este aspecto, es importante considerar que únicamente los bienes fiscales pueden ser objeto de enajenación mediante contratos de donación, pues son aquellos que integran el patrimonio disponible de las entidades públicas y que, por no encontrarse destinados directamente al uso público, pueden ser administrados y transferidos conforme a las reglas previstas en el ordenamiento jurídico.
Distinta es la situación de los bienes de uso público, ya que se encuentran afectados de manera permanente al uso, goce o disfrute de la comunidad y, por mandato constitucional y legal, ostentan las características de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. Tales atributos excluyen la posibilidad de que sean objeto de contratos de donación o de cualquier otro negocio jurídico que implique la transferencia de su dominio, salvo los eventos expresamente previstos por el legislador. En consecuencia, antes de iniciar cualquier actuación contractual, la entidad deberá identificar la naturaleza jurídica del bien cuya transferencia pretende realizar, pues de ello dependerá la viabilidad misma de la operación.
A su vez, la sola circunstancia de que el bien tenga la calidad de bien fiscal tampoco resulta suficiente para justificar su donación. Corresponde a la entidad acreditar que dicho bien ha dejado de ser necesario para el cumplimiento de las funciones a su cargo o que su transferencia permitirá una utilización más eficiente del patrimonio público por parte de otra entidad estatal. En otras palabras, la donación no puede responder a criterios de mera liberalidad administrativa, sino a una decisión objetiva, razonable y debidamente sustentada en las necesidades del servicio y en la satisfacción del interés general.
Bajo estas consideraciones, la procedencia del contrato de donación exige la verificación concurrente de varios presupuestos jurídicos: (i) que la entidad estatal tenga competencia para celebrar el contrato; (ii) que el bien objeto de la donación sea un bien fiscal susceptible de disposición; (iii) que la transferencia no desconozca la prohibición prevista en el artículo 355 de la Constitución Política; (iv) que la operación responda al cumplimiento de una finalidad pública concreta y verificable; y (v) que la entidad observe las reglas, principios y procedimientos que gobiernan la contratación estatal.
En consecuencia, la determinación acerca de si el alcalde requiere autorización del concejo municipal para celebrar un contrato de donación no puede desligarse de la verificación de estos presupuestos materiales. Sin embargo, tampoco debe confundirse con ellos. Mientras la autorización del concejo constituye un asunto de competencia para contratar, la procedencia de la donación corresponde al análisis de legalidad del negocio jurídico y de la disposición del patrimonio público. Se trata, por tanto, de dos juicios jurídicos distintos, aunque complementarios, que deben ser evaluados por la entidad antes de adoptar la decisión de donar bienes muebles de su propiedad.

vii. La circunstancia de que las entidades estatales puedan celebrar contratos de donación no las exime del cumplimiento de las reglas y principios que rigen la actividad contractual. Por el contrario, al tratarse de un contrato estatal, su celebración debe sujetarse al EGCAP, así como a los principios de planeación, transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva, en lo que resulte compatible con la naturaleza del negocio jurídico.
En este sentido, antes de celebrar una donación, la entidad deberá adelantar los estudios y documentos previos que permitan justificar la necesidad y conveniencia de la operación, identificar los bienes objeto de transferencia, verificar que estos sean bienes fiscales susceptibles de disposición, acreditar que no resultan indispensables para el cumplimiento de las funciones de la entidad donante y demostrar que la transferencia contribuye al cumplimiento de una finalidad pública. De igual manera, deberá definir la modalidad de selección que resulte procedente conforme al EGCAP y cumplir las obligaciones de publicidad y transparencia previstas en el ordenamiento jurídico.
En ese orden de ideas, la procedencia de la donación no depende únicamente de la competencia del alcalde para celebrar el contrato, sino también del cumplimiento de las exigencias materiales y procedimentales previstas en el ordenamiento jurídico para garantizar que la transferencia gratuita del bien responda efectivamente al interés general y a los fines que justifican la actividad contractual del Estado.

viii. Al margen de la explicación precedente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia, artículo 313, 315, 355.
· Ley 136 de 1994, artículo 91.
· Ley 80 de 1993, artículos 3, 13 y 32.
· Ley 1151 de 2012, artículo 29.
· Consejo de Estado. Subsección A, de la Sección Tercera. Sentencia del 10 de febrero de 2016, radicación núm. 15001-23-31-000-2003-00628-01 (39538)



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, en referencia a la enajenación de bienes muebles a título gratuito se han expedido los conceptos con Radicado No. 2201913000007905 del 23 de octubre de 2019, 2201913000008259 del 6 de noviembre de 2019, C-186 del 17 de marzo de 2020, C-661 del 17 de noviembre de 2020, C-397 del 18 de julio de 2022, C-704 del 26 de octubre de 2022, C- 825 del 5 de agosto de 2025, C-994 del 4 de septiembre de 2025, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos 
Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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